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TEMAS: RECURSO DE APELACIÓN (PROCESAL). TRIBUNAL DE ALZADA. COMPETENCIA DE FAMILIA. NULIDAD DE SENTENCIA. FIRMA FALSA. FALTA DE AGRAVIO. IMPOSICIÓN DE COSTAS. Abuso Procesal. 

(Libro de Acuerdos Nº 54 Fº 1278/1280 Nº 353). En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, a los dieciséis días del mes de junio del año dos mil once, los Señores Vocales del Superior Tribunal de Justicia, Dres. Sergio Ricardo González, Clara D.L. de Falcone, José Manuel del Campo, María Silvia Bernal y Sergio Marcelo Jenefes, bajo la presidencia del primero de los nombrados, vieron el Expte. Nº 7628/10, caratulado: “Recurso de inconstitucionalidad interpuesto en el Expte. Nº 11.225/10 (Cámara de Apelaciones Civil y Comercial) Incidente de nulidad deducido por José Fernando Falcón en Expte. Nº A-31.159/06, Impugnación de reconocimiento y filiación extramatrimonial: R. M. R. c/ J. F. F. y otros”. 

El Dr. González dijo: 

En el juicio principal se incoaron dos acciones: la de filiación extramatrimonial y la de impugnación de reconocimiento. Acollarado a él, corre agregado el incidente de nulidad promovido por la parte demandada en el que plantea la invalidez del escrito de fs. 12, relativo a la presentación de las constancias de los aportes de ley. Denuncia, en concreto, la falsedad de la firma del Dr. H. David Zamar, patrocinante de la parte actora. 

En ese incidente, el Magistrado actuante dictó la resolución agregada a fs. 56 para hacer lugar al recurso de revocatoria impetrado por la incidentada, en cuyo mérito revocó la providencia que dispuso abrir el incidente a prueba. Impuso las costas al incidentista y difirió la regulación de los honorarios profesionales. El recurso de apelación y nulidad deducido por éste (fs. 45/46) fue desestimado por la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial con fundamento en que las decisiones relativas a las medidas de prueba son inapelables (fs. 74/75). 

En contra de esa sentencia, promueve el afectado el presente recurso de inconstitucionalidad (fs. 8/12 de estos autos). 

Plantea, ante todo, la nulidad de la sentencia por haber sido dictada por Tribunal incompetente en razón de la materia. Ello por cuanto tratándose de un incidente de nulidad relativo a una cuestión de familia, el recurso de apelación debió ser resuelto por el Tribunal de ese fuero. Cita el art. 76 bis de la ley Orgánica del Poder Judicial. Argumenta seguidamente la arbitrariedad del fallo por violación de la ley. Dice cercenado el principio de igualdad y el de peticionar. Entiende que la sentencia es recurrible porque decide de modo definitivo sobre la cuestión, rechazando el incidente. Solicita, en concreto, se nulifique la sentencia y se mande dictar nuevo pronunciamiento al Tribunal de Familia. En subsidio, se la exima de soportar las costas. 

El traslado del recurso fue contestado por el Dr. H. David Zamar (fs. 19/21). Pide su rechazo argumentando que su promotor ha consentido la competencia pues no cuestionó el decreto que dispuso la remisión de los autos a la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial ni el decreto que le hizo saber de la integración de su Sala I, que entendería en el caso. Cita el art. 25 del C.P.C. Argumenta también que la cuestión sometida a revisión es de mero corte procesal “referida a la apertura a prueba en una causa incidental en el marco de un juicio de filiación”. Para el caso en que este Tribunal decida entrar al fondo de la cuestión, señala que no hay compromiso del orden público y que la cuestión sometida a la Alzada no amerita ser analizada por el Tribunal de Familia. Una decisión contraria violenta los fines que persigue la administración de justicia. Denuncia abuso del demandado a su derecho de recurrir y menciona el desgaste jurisdiccional que el caso provoca, argumentando, por último y en subsidio, que la sentencia no es definitiva. 

Acreditados los aportes faltantes e integrado el Tribunal, se pronunció el Sr. Fiscal General quien estima que el recurso es procedente por la incompetencia de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial para el dictado de la sentencia que ahora se recurre. 

Traídos los autos al acuerdo, corresponde sin más pronunciarnos. 

En punto a la nulidad del fallo atacado por la incompetencia del Órgano Jurisdiccional que la dictó, coincido con el Sr. Fiscal General en cuanto postula que no la tenía la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial en razón de lo normado por los arts. 76 bis y concordantes de la ley 4055 y lo reglamentado en la acordada registrada en L.A. 11 Fº 32/33 Nº 30. Remito a los fundamentos de su dictamen, para abreviar. 

Postulo pues declarar la nulidad de la sentencia atacada pero no para disponer el reenvío que pretende el recurrente sino, conforme lo autoriza el art. 10 de la ley 4346, para pronunciarnos sobre la cuestión sometida a decisión del ad-quem, evitando con ello mayor dispendio al que ya viene sufrido este trámite. 

Como fue anunciado, la cuestión sometida a decisión de la Alzada por el incidentista fue la resolución del a-quo agregada a fs. 56. En ella, para admitir el recurso de revocatoria de la incidentada, consideró el a-quo –en lo que aquí interesa señalar- que la tacha de nulidad del escrito de fs. 12 del principal en nada beneficiaba a esa causa toda vez que ésta había avanzado con actos procesales firmes y consentidos, inclusive ratificados por tribunales de instancia superior e impulsados por el nulidicente. Como correlato, determinó que “la producción de la prueba pericial caligráfica .. devendría inconducente … “. 

La primera cuestión que corresponde analizar es si, como lo postula el recurrente, la sentencia es definitiva en relación al incidente o –en la posición de su contraria- no lo es porque sólo se limita a revocar el auto de apertura a prueba y, por tanto, todavía está pendiente el dictado de la sentencia que resuelva el planteo de nulidad. 

Aún cuando la redacción del apartado 1 de la parte resolutiva pareciera dar razón a la incidentada, su interpretación a la luz de los considerandos llevan a conclusión contraria. En efecto, al precisar el juzgador que la tacha de nulidad no afectaba al proceso principal, claramente valoró que la demanda era improcedente. Además, impuso las costas al incidentista difiriendo la regulación de los honorarios profesionales hasta que se determinaran los de la cuestión principal y no los del incidente. Infiero de ello que, pese al defecto en la forma de expresarlo, el alcance del pronunciamiento no está limitado a revocar el auto de apertura sino que cerró el debate acerca de la demanda incidental decidiendo su rechazo. Cabe pues atribuirle el carácter de definitiva que pretende el apelante para postular su revisión y analizar si anida la arbitrariedad que le atribuye. 

La repuesta negativa a ese interrogante se impone, con lo que anticipo conclusión adversa al recurso de apelación y la consecuente confirmación de la resolución atacada. 

Es incontrovertible que, como lo considera el a-quo, la falsedad o no de la firma del Dr. Zamar en el escrito de fs. 12 en nada afectó ni afecta al nulidicente. Y ello así no sólo por la falta de gravitación en el principal que, efectivamente, avanzó con el consentimiento de ambas partes, sino porque ese escrito no tuvo ningún otro fin que presentar al Juzgado las constancias de los aportes de ley a cargo de la actora y sus letrados y que, además de la firma del Dr. Zamar quien interviene en la causa como patrocinante, tiene estampada la de la letrada que actúa en el carácter de procuradora. De allí que aún si la firma de aquel fuera falsa, la de ésta hace invulnerable la presentación. 

Pero además, los aportes cuyas constancias fueron agregadas con el cuestionado escrito tienen por destinatario al Fisco Provincial y al Colegio de Abogados y Procuradores de la Provincia, no al nulidicente de modo que la validez puesta en tela de juicio en nada lo afecta. 

Como corolario, en razón del principio que prescribe el art. 180 del C.P.C. por el que “sólo la parte en cuyo interés está establecido un requisito, podrá reclamar la anulación de un acto por falta del mismo”, resulta incuestionable que la demanda incidental de nulidad fue interpuesta sin justificación alguna, de modo que la sentencia que la desestima es derivación razonada del derecho con ajuste a las circunstancias de la causa. 

Postulo pues confirmarla, en todos sus términos. 

A los fines del sentido de las costas, las generadas por la actuación en la Alzada deben ser cargadas al apelante en su condición de vencido, conforme el principio que consagra el art. 102 del C.P.C. Las de esta instancia, aún cuando el recurso progresa en punto a la nulidad de la sentencia cuestionada, propongo que también sean impuestas al recurrente pues considero que lo ha interpuesto con el sólo afán de emulación (art. 25, inc. 1 de ley 4045) ya que –tal como lo señala su contraria- ningún interés atendible justificó su discurrir por tres instancias con una demanda incidental claramente impertinente y porque al omitir plantear, en tiempo y forma, la declinatoria de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial advirtiendo su incompetencia, contribuyó a la nulidad de la sentencia atacada. 

La determinación de los honorarios profesionales deberá diferirse para cuando el a-quo fije los que corresponden a la actuación en el incidente que tratamos. 

Tal es mi voto. 

Los Dres. de Falcone, del Campo, Bernal y Jenefes adhieren al voto que antecede. 

Por lo expuesto, el Superior Tribunal de Justicia, 

Resuelve: 

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de inconstitucionalidad promovido por el Dr. Juan Pablo Gomar, en representación de J. F. F. y, en su mérito, declarar la nulidad de la sentencia dictada por la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial el 8 de julio de 2010, la que quedará redactada como sigue: 1. Rechazar el recurso de apelación incoado por el Dr. Juan Pablo Gomar en representación de J. F. F. 2. Imponer las costas de la Alzada al apelante. 3. Diferir la regulación de los honorarios profesionales. 

2. Imponer las costas de esta instancia al recurrente. 

3. Diferir la regulación de los honorarios profesionales. 

4. Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dr. Sergio Ricardo González; Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes. 

Ante mí: Dra. Alejandra María Luz Caballero - Secretaria Relatora. 

